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Auto del Tribunal de Justicia (Sala Sexta) de 11 de junio de 2015, Asunto 
C‑602/13 
 
El TJUE responde otra vez a los tribunales españoles en relación a las cláusulas 
sobre intereses moratorios. En está ocasión el juzgado remitente ha paralizado la 
ejecución instada por el banco, después de 4 cuotas mensuales impagadas por el 
deudor, al entender que la cláusula que establece los intereses moratorios en un 
20% es abusiva, por su elevada cuantía. El órgano remitente expresó sus dudas 
acerca de las consecuencias que habían de deducirse de esta constatación.  
Por otro lado, en relación a la cláusula del contrato de préstamo hipotecario relativa 
al vencimiento anticipado del préstamo en caso de impago, el Juzgado remitente 
considera que dicha cláusula es abusiva en la medida en que no estipula que ha de 
producirse un retraso en el pago de por lo menos tres cuotas mensuales antes de 
que pueda declararse el vencimiento anticipado, contraviniendo así lo dispuesto en 
el artículo 693, apartado 1, de la LEC. No obstante, BBVA se atuvo en la práctica al 
plazo de tres mensualidades previsto por la legislación española, al no haber 
aplicado la cláusula de vencimiento anticipado sino después de haberse producido 
un retraso en el pago de cuatro cuotas mensuales. 
El Juzgado de Santander plantea las siguientes cuestiones: 
«1) Si de conformidad con la Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 
1993, sobre las cláusulas abusivas en los contratos celebrados con consumidores, 
y en particular de sus artículos 6.1 y 7.1, a fin de garantizar la protección de 
consumidores y usuarios de acuerdo con los principios de equivalencia y 
efectividad cuando un juez nacional aprecie la existencia de una cláusula 
contractual abusiva sobre el interés moratorio debe extraer como consecuencia la 
                                                          
1 Trabajo realizado en el marco del Programa Estatal de Fomento de la Investigación Científica y Técnica 
de Excelencia (Subprograma Estatal de Generación de Conocimiento) otorgado al Grupo de investigación 
y centro de investigación CESCO, Mantenimiento y consolidación de una estructura de investigación 
dedicada al Derecho de consumo, dirigido por el Prof. Ángel Carrasco Perera de la UCLM, Ref.: DER2014-
5606-P 
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invalidez de todo tipo de interés moratorio, inclusive el que pueda resultar de la 
aplicación supletoria de una norma nacional como pueda ser el artículo 1108 del 
Código Civil, la DT 2ª de la Ley 1/2013, en relación con el artículo 114 de la Ley 
Hipotecaria, o el artículo 4 del RDL 6/2012 y sin entenderse vinculado por el 
recálculo que pueda haber realizado el profesional conforme [a] la DT 2ª de la 
[Ley 1/2013]. 
2) Si la Disposición Transitoria 2ª de la Ley 1/2013 debe interpretarse en el 
sentido de que no puede constituirse en obstáculo a la protección del interés del 
consumidor. 
3) Si de conformidad con la Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 
1993, sobre las cláusulas abusivas en los contratos celebrados con consumidores, 
y en particular de sus artículos 6.1 y 7.1, a fin de garantizar la protección de 
consumidores y usuarios de acuerdo con los principios de equivalencia y 
efectividad cuando un juez nacional aprecie la existencia de una cláusula abusiva 
acerca del vencimiento anticipado debe deducir tenerla por no puesta y extraer 
las consecuencias a ello inherentes incluso aun cuando el profesional haya 
esperado el tiempo mínimo previsto en la norma nacional.» 
El TJUE se ha pronunciado en numerosas ocasiones sobre las consecuencias que 
acarrea la declaración de abusividad de una cláusula relativa a intereses moratorios 
y la interpretación de la DT 2ª de la Ley 1/2013 y sabemos que los jueces 
nacionales están obligados únicamente a dejar sin aplicación la cláusula contractual 
abusiva, a fin de que ésta no produzca efectos vinculantes para el consumidor, sin 
estar facultados para modificar el contenido de la misma de conformidad al art. 6.1 
de la Directiva 93/13/CEE. 
Insiste ahora el TJUE señalando que de ningún modo puede interpretarse dicha 
disposición en el sentido de que permita al juez nacional, cuando aprecie el carácter 
abusivo de una cláusula penal en un contrato celebrado entre un profesional y un 
consumidor, reducir el importe de la pena convencional impuesta al consumidor, en 
lugar de excluir plenamente la aplicación a éste de la referida cláusula. 
Asimismo, recuerda el Tribunal que si bien se ha reconocido al juez nacional la 
facultad de sustituir una cláusula abusiva por una disposición supletoria de Derecho 
nacional, -“siempre que esta sustitución se ajuste al objetivo del artículo 6, 
apartado 1, de la Directiva 93/13 y permita restablecer un equilibrio real entre los 
derechos y las obligaciones de las partes del contrato”-, no obstante, “esta 
posibilidad queda limitada a los supuestos en los que la declaración de la nulidad de 
la cláusula abusiva obligaría al juez a anular el contrato en su totalidad, quedando 
expuesto el consumidor de ese modo a consecuencias de tal índole que 
representaran para éste una penalización”. 
A continuación, el TJUE señala que el ámbito de aplicación de la DT segunda de la 
Ley 1/2013 y del artículo 4, apartado 1, del Decreto-ley 6/2012 se extiende a todo 
contrato de préstamo hipotecario, mientras que el ámbito de aplicación del artículo 
1108 del Código Civil se extiende a todo contrato consistente en un crédito 
dinerario, de modo que estos dos ámbitos de aplicación son distintos del ámbito de 
aplicación de la Directiva 93/13, el cual se refiere únicamente a las cláusulas 
abusivas contenidas en los contratos celebrados entre un profesional y un 
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particular. De ello se deduce que la aplicación de las citadas disposiciones 
nacionales no prejuzga en modo alguno la apreciación por el juez nacional del 
carácter abusivo de una cláusula que fija los intereses moratorios. 
Concluye el Tribunal señalando que si las normas nacionales a que se refiere el 
Juzgado remitente no impiden que el juez nacional, al conocer sobre una cláusula 
abusiva, pueda cumplir su función y dejar sin efecto dicha cláusula, la Directiva 
93/13 no se opone a la aplicación de tales normas nacionales. 
Por consiguiente, “los artículos 6, apartado 1, y 7, apartado 1, de la Directiva 93/13 
deben interpretarse en el sentido de que no se oponen a normas nacionales que 
prevean la facultad de moderar los intereses moratorios en el marco de un contrato 
de préstamo hipotecario, siempre que la aplicación de tales normas nacionales: 
– no prejuzgue la apreciación del carácter «abusivo» de la cláusula sobre 
intereses moratorios por parte del juez nacional que conozca de un 
procedimiento de ejecución hipotecaria relacionado con dicho contrato, y 
– no impida que ese mismo juez deje sin aplicar la cláusula en cuestión en caso 
de que llegue a la conclusión de que es «abusiva» en el sentido del artículo 3, 
apartado 1, de la citada Directiva”. 
Por último en relación a la tercera cuestión prejudicial presentada, el Tribunal 
responde que “a fin de garantizar el efecto disuasorio del artículo 7 de la Directiva 
93/13, las prerrogativas del juez nacional que constata la existencia de una 
«cláusula abusiva», en el sentido del artículo 3, apartado 1, de la misma Directiva, 
no pueden estar supeditadas a que la cláusula abusiva se aplique o no en la 
práctica”. 
Por otro lado, el TJUE recuerda que en virtud del citado art. 3 de la Directiva, una 
cláusula se considerará abusiva, si causa en detrimento del consumidor un 
desequilibrio importante entre los derechos y obligaciones de las partes que se 
derivan del contrato celebrado entre el consumidor y un profesional y el hecho de 
que la cláusula de vencimiento anticipado sobre la que versa el litigio principal 
resulte contraria al artículo 693, apartado 2, de la LEC no permite por sí solo llegar 
a la conclusión del carácter abusivo de la misma. Ello no obsta que la Directiva 
93/13 debe interpretarse en el sentido de que, cuando el juez nacional haya 
constatado el carácter «abusivo» —en el sentido del artículo 3, apartado 1, de la 
propia Directiva 93/13— de una cláusula de un contrato celebrado entre un 
consumidor y un profesional, la circunstancia de que tal cláusula no haya llegado a 
aplicarse no se opone por sí sola a que el juez nacional deduzca todas las 
consecuencias oportunas del carácter abusivo de la cláusula en cuestión. 
